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                                                                                                           Concepto No. 4991


Bogotá, D.C., 15 de julio de 2010
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF.:
Demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 488 (parcial) del Código Sustantivo del Trabajo, 151 (parcial) del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, 41 (parcial) del Decreto 3135 de 1968 y 102 (parcial) del Decreto 1848 de 1969. Demandante: SAMIR ALBERTO BONNET ORTIZ.

Magistrado Sustanciador: MAURICIO GONZÁLEZ CUERVO.

Expediente No. D-8137.

Concepto No. 4991.

De conformidad con lo previsto en los artículos 242, numeral 2º y 278, numeral 5º, de la Constitución Política, rindo concepto en relación con la demanda que, en ejercicio de la acción pública consagrada en los artículos 40, numeral 6º y 242, numeral 1º de la Carta, instauró el ciudadano SAMIR ALBERTO BONNET ORTIZ contra los artículos 488 (parcial) del Código Sustantivo del Trabajo, 151 (parcial) del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, 41 (parcial) del Decreto 3135 de 1968 y 102 (parcial) del Decreto 1848 de 1969, cuyo texto se resalta a continuación: 
CODIGO SUSTANTIVO DEL TRABAJO

ARTICULO 488. REGLA GENERAL. Las acciones correspondientes a los derechos regulados en este código prescriben en tres (3) años, que se cuentan desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible, salvo en los casos de prescripciones especiales establecidas en el Código Procesal del Trabajo o en el presente estatuto. (Negrilla fuera de texto).
CÓDIGO PROCESAL DEL TRABAJO Y DE LA SEGURIDAD SOCIAL
DECRETO-LEY 2158 DE 1948 
(junio 24) 
ARTICULO 151. PRESCRIPCION. Las acciones que emanen de las leyes sociales prescribirán en tres años, que se contarán desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible. El simple reclamo escrito del trabajador, recibido por el {empleador}, sobre un derecho o prestación debidamente determinado, interrumpirá la prescripción pero sólo por un lapso igual. (Negrilla fuera de texto).
DECRETO 3135 DE 1968
(diciembre 26)
Por el cual se prevé la integración de la seguridad social entre el sector público y el privado y se regula el régimen prestacional de los empleados públicos y trabajadores oficiales.
EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA,
en ejercicio de las facultades extraordinarias que le confiere la Ley 65 de 1967,
DECRETA:

Artículo 41º.- Las acciones que emanen de los derechos consagrados en este Decreto prescribirán en tres años, contados desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible. (Negrilla fuera de texto).
El simple reclamo escrito del empleado o trabajador ante la autoridad competente, sobre un derecho o prestación debidamente determinado, interrumpe la prescripción, pero sólo por un lapso igual. 

DECRETO 1848 DE 1969

(noviembre 4)
Por el cual se reglamenta el Decreto 3135 de 1968.
El Presidente de la República de Colombia, 
en ejercicio de la facultad que le confiere el ordinal 3o. del artículo 120 de la Constitución Nacional, subrogado por el artículo 41 del acto legislativo No.1 de 1968,

DECRETA:

Artículo 102º.- Prescripción de acciones. 

1. Las acciones que emanan de los derechos consagrados en el Decreto 3135 de 1968 y en este Decreto, prescriben en tres (3) años, contados a partir de la fecha en que la respectiva obligación se haya hecho exigible. (Negrilla fuera de texto).
2. El simple reclamo escrito del empleado oficial formulado ante la entidad o empresa obligada, sobre un derecho o prestación debidamente determinado, interrumpe la prescripción, pero solo por un lapso igual. 

1.
Planteamientos de la demanda.
El actor considera que las expresiones acusadas vulneran el Preámbulo y los artículos 1º, 2º, 5º, 25, 48, 53 y 93 de la Carta, y el artículo 12, numeral 2º del Convenio 95 de la Organización Internacional del Trabajo – OIT. El ataque se centra en el término de prescripción de las acciones relativas a derechos regulados por normas laborales, que se cuenta a partir de la fecha en que la correspondiente obligación se hace exigible. Dos son los argumentos centrales del actor: i) que estas normas premian a los empleadores incumplidos y sancionan a los trabajadores que, por temor a ser despedidos, se abstienen de demandar a su patrono mientras está vigente la relación de trabajo, pues no se trata de una inactividad propia de la negligencia del trabajador, que es el supuesto de la prescripción, sino de la necesidad de recibir un ingreso que el trabajador requiere para su subsistencia y la de su familia; ii) que estas normas hacen imposible, al impedir algunas reclamaciones por la vía de la prescripción, que el trabajador obtenga el ajuste final de todos los salarios debidos, a lo cual tiene derecho a la luz de la citada Convención, pues el fin de la misma, según la inteligencia que hace el actor, es el de que las obligaciones laborales se extingan por el pago y no de otro modo.
2.
Cuestión previa.
Antes de plantear el problema jurídico en este caso, es menester señalar que el Decreto 1848 de 1969, al haber sido expedido por el Presidente de la República en ejercicio de las facultades que le confería el numeral 3º del artículo 120 de la Constitución de 1886, es un decreto reglamentario. Al tenor de lo dispuesto en los artículos 237.2 y 241 superiores, este tipo de decreto no está sujeto al control de la Corte Constitucional, sino al del Consejo de Estado. Por lo tanto, la Corte carece de competencia para conocer de la demanda contra el artículo 102 del Decreto 1848 de 1969 y debe, como en su oportunidad le solicitará el Ministerio Público, inhibirse de estudiar de fondo la constitucionalidad de éste.

También es necesario recordar que, a la luz del artículo 2º del Decreto 2067 de 1991, en las demandadas de inexequibilidad se debe señalar las razones por las cuales se estima infringidas las normas constitucionales invocadas. Si bien el actor señala como infringidos los artículos 5 y 48 superiores, omite señalar las razones concretas por las cuales estima infringidas estas normas. De esta omisión se sigue una ineptitud sustantiva de la demanda, la cual amerita, como en su momento se solicitará, que la Corte se inhiba de estudiar de fondo la posible vulneración de los precitados artículos. 
3.
Problema jurídico.
Corresponde al Ministerio Público determinar si las disposiciones acusadas parcialmente vulneran el derecho al trabajo en condiciones dignas y justas, al señalar como fecha inicial para el cómputo del término por cuyo transcurso prescriben las acciones laborales, el momento en el que se hace exigible la obligación.
4.
Análisis de constitucionalidad.
El actor centra su ataque en que la prescripción de las acciones establecida en las normas acusadas, al empezar a contarse desde la fecha en que la obligación se haya hecho exigible y no desde la terminación de la relación de trabajo, vulnera el derecho al trabajo en condiciones dignas y justas. El argumento de que el trabajador no puede demandar a su patrono mientras se mantiene la relación laboral, pues pone en riesgo su ingreso, se trata de reforzar a partir de una peculiar interpretación del Convenio 95 de la OIT, para establecer que las obligaciones del empleador no se extinguen por la prescripción sino por el pago. 
Para resolver el problema planteado es menester hacer tres precisiones. La primera es que las normas acusadas no se refieren a la prescripción de los derechos, sino a la de las acciones derivadas de una relación de trabajo, fenómeno que ocurre luego de tres años contados a partir de la fecha en la cual la obligación se hace exigible. La segunda es que, como lo dice la Corte en la Sentencia C-745 de 1999, es necesario diferenciar entre el derecho constitucional a trabajar, el cual es imprescriptible, y el derecho a interponer una acción concreta derivada de la relación laboral, que puede estar sometida a la regulación legal de un plazo. La tercera es, como se dice en la sentencia mencionada, que “el Legislador goza de un amplio margen de configuración de los requisitos, condiciones y términos para el ejercicio de las acciones laborales... Sin embargo, la libertad de configuración política del Congreso no significa arbitrariedad en la determinación de las particularidades de la acción laboral, pues la Constitución limita su acción dentro de criterios de razonabilidad y proporcionalidad a los que debe ajustarse el Legislador”. (Negrilla fuera de texto).
La prescripción es un modo válido de extinguir las acciones laborales, como el propio actor parece aceptarlo al cuestionar la manera en que se cuenta su término. Lo es porque si bien el derecho a trabajar no prescribe, las acciones pueden tener un plazo, y el legislador goza de un amplio margen de configuración para establecer, de manera razonable, los requisitos, condiciones y términos para el ejercicio de las acciones laborales. 
El legislador puede, en su fuero de discreción política, de manera razonable, fijar el momento a partir del cual comienza a correr el tiempo para que el trabajador acuda a la justicia, con el propósito de exigir el cumplimiento de obligaciones. En el presente caso su conducta no es irrazonable o desproporcionada, pues la prescripción no puede empezar a contarse antes de que la obligación sea exigible, ni tampoco puede postergarse en el tiempo unos días, meses, años, o hasta tanto la relación termine. Es un hecho incontrastable que si la obligación es exigible, la acción puede ser ejercida ante la justicia. Si la prescripción se cuenta sólo después de un tiempo, habría que justificar por qué a pesar de existir una obligación exigible no es posible ejercer la acción. Lo contrario, valga decir, separar la posibilidad de ejercer una acción de su prescripción, sería y es, irrazonable y desproporcionado, desde el punto de vista de la teoría jurídica y desde el punto de vista de los derechos de las partes.

En relación con la posible violación del Convenio 95 de la OIT, la simple lectura de la parte pertinente del mismo basta para comprender de qué manera se debe efectuar el ajuste final de todos los salarios debidos, pues el Convenio dice expresamente que dicho ajuste debe hacerse “de conformidad con la legislación nacional”. Si el Convenio deja en manos de la ley de cada Estado señalar la manera en que debe comenzar a correr la prescripción de las acciones, y si el Estado lo hace de manera razonable, la acusación de inconstitucionalidad no puede prosperar.
Por las razones expuestas, el Ministerio Público solicitará a la Corte que declare la exequibilidad de las expresiones acusadas, contenidas en los artículos 488 del Código Sustantivo del Trabajo, 151 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social y 41 del Decreto 3135 de 1968.  

5. Conclusión.
En mérito de lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte:

Declararse INHIBIDA para fallar en relación con la demanda interpuesta por el actor contra la expresión“contados a partir de la fecha en que la respectiva obligación se haya hecho exigible”, contenida en el artículo 102 del Decreto Reglamentario 1848 de 1969.

Declararse INHIBIDA para decidir de fondo en relación con la posible vulneración de los artículos 5 y 48 superiores.

Declarar la EXEQUIBILIDAD de las expresiones acusadas, contenidas en los artículos 488 del Código Sustantivo del Trabajo, 151 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social y 41 del Decreto 3135 de 1968, por los aspectos aquí analizados.

Señores Magistrados,  

ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación

LJMO/MLOvalleB.
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